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LEY 1298 DE 2009
 

(MAYO 6 DE 2009)

 
Por medio de la cual se rinde honores a la memoria del Presidente Guillermo León Valencia al cumplirse 100

años de su nacimiento

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

 
 
 

DECRETA:

ARTÍCULO 1º. La República de Colombia exalta la memoria del abogado, político, diplomático, periodista y

Presidente Guillermo León Valencia al cumplirse el primer centenario de su nacimiento, ocurrido en la

ciudad de Popayán el 27 de abril del año 1909.

ARTÍCULO 2º. El Gobierno Nacional emitirá una estampilla conmemorativa del centenario del natalicio del

Doctor Valencia, la cual deberá estar en circulación a partir de abril de 2009 y que llevará por leyenda:

"Guillermo León Valencia. Gran Defensor de la Democracia".

 
ARTÍCULO 3º. El Ministerio de Educación Nacional, por sí mismo o a través de sus entidades adscritas o

vinculadas, publicará en medio físico y/o digital, una recopilación de los más selectos discursos y escritos

políticos, económicos, sociales y humanos del Doctor Valencia, los cuales deberán estar acompañados por

una biografía que contenga su vida y obra. Estas publicaciones se distribuirán a todas las bibliotecas

públicas del País.
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ARTÍCULO 4º. El Ministerio de Defensa Nacional, por sí mismo o a través de sus entidades adscritas o

vinculadas, publicará un libro que sintetice la posición política del Presidente Valencia sobre la subversión y

recoja las más importantes acciones militares y policiales que, durante ese gobierno, se realizaron en

defensa de la institucionalidad y la democracia.

ARTÍCULO 5º. El Ministerio de Comunicaciones, por sí mismo o a través de sus entidades adscritas o

vinculadas, elaborará un documental sobre el Presidente Valencia y su obra de gobierno, el cual deberá ser

difundido por los canales públicos de televisión.

 
ARTÍCULO 6º. El Ministerio de Cultura, por sí mismo o a través de sus entidades adscritas o vinculadas,

elaborará una escultura del Presidente Valencia, la cual deberá ser expuesta en plaza pública en la ciudad

de Bogotá. idéntica réplica de dicha escultura será expuesta en plaza pública de la ciudad de Popayán.

ARTÍCULO 7º.  La  Defensa  Civil  Colombiana,  a  partir  de  la  fecha,  llevará  el  nombre  de  su  creador

denominándose: "Defensa Civil Colombiana. Guillermo León Valencia"

 
ARTÍCULO 8º.  El  Gobierno  Nacional,  mediante  acto  administrativo,  creará  una  comisión  de  honor,

responsable  de  fijar  las  directrices  y  coordinar  las  actividades  relativas  a  la  celebración  del  primer

centenario  del  nacimiento  del  Doctor  Guillermo  León  Valencia.

ARTÍCULO 9º.  Autorícese al  Gobierno Nacional  para apropiar las partidas necesarias a fin de realizar las

obras y proyectos contemplados en la presente ley.

ARTÍCULO 10º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Hernán Francisco Andrade Serrano.

 

El Secretario General (E) del honorable Senado de la República, 

Saúl Cruz Bonilla

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Germán Varón Cotrino.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 



REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase. 

Dada en Bogotá, D. C., a 6 de Mayo de 2009.

  

FABIO VALENCIA COSSIO

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 Oscar Iván Zuluaga Escobar.

 

La Ministra de Cultura, 

Paula Marcela Moreno Zapata
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LEY 1297 DE 2009
 

(ABRIL 30 DE 2009)

 

Por medio de la cual se regula lo atinente a los requisitos y procedimientos para ingresar al servicio

educativo estatal en las zonas de difícil acceso, poblaciones especiales o áreas de formación técnica o

deficitarias y se dictan otras disposiciones.

 
*Nota Reglamentaria*
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Ley reglamentada parcialmente por el Decreto 521 de 2010, Diario Oficial 47626 de febrero 17 de

2010. "Por el cual se reglamentan parcialmente el inciso 6° del artículo 24 de la Ley 715 de 2001 y el

artículo 2° de la Ley 1297 de 2009, en lo relacionado con los estímulos para los docentes y directivos

docentes de los establecimientos educativos estatales ubicados en las zonas de difícil acceso."

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Ley declarada EXEQUIBLE, exclusivamente respecto a las objeciones formuladas, por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-173-09 de 18 de marzo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Luis

Ernesto Vargas Silva. Sentencia por la cual la Corte revisó las objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley

No. 065/06 Senado – 206/07 Cámara.

 
 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

Artículo 1°. El artículo 116 de laLey 115 de 1994 quedará así:

 
Artículo 116. Título para ejercicio de la docencia. Para ejercer la docencia en el servicio educativo

se requiere Título de Normalista Superior expedido por una de las Normales Superiores Reestructuradas,

expresamente autorizadas por el Ministerio de Educación Nacional o de Licenciado en Educación u otro

título profesional  expedido por una institución universitaria,  nacional  o extranjera,  académicamente

habilitada para ello.

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



Artículo declarado EXEQUIBLE mediante la Corte Constitucional por los cargos examinados en la Sentencia C-497-16, en el entendido que

los bachilleres pedagógicos que hayan obtenido el título correspondiente y hayan sido inscritos en el Escalafón Nacional Docente, de

conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ley 2277 de 1979, podrán ejercer la docencia en planteles oficiales de educación en las

condiciones previstas en el mismo decreto y con el cumplimiento de los requisitos de idoneidad previstos en la Ley 115 de 1994 y sus normas

complementarias; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos. "De manera previa, la Corte tuvo que definir si existía o no cosa juzgada

constitucional, toda vez que por medio de la Ley 1297 de 2009 el Congreso de la República modificó la Ley 115 de 1994, estableciendo

nuevamente los requisitos para el ejercicio de la docencia y el ingreso a la carrera docente, sin incluir a los bachilleres pedagógicos que

obtuvieron el título correspondiente y estén inscritos en el Escalafón Nacional Docente. A juicio del demandante. Con esta medida el legislador

incurrió en una omisión legislativa relativa, toda vez que al Congreso, le estaba vedado regular de manera distinta a como haya sido definida

por la Corte Constitucional en una sentencia de constitucionalidad. Esta apreciación del demandante se funda en el contenido de la Sentencia

C-473 de 2006, por la cual se declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 116 de la Ley 115 de 1994, en el entendido de incluir a

los bachilleres pedagógicos escalafonados en el servicio de educación pública, con lo cual estima se vulnera el derecho a la igualdad, al

trabajo y al ejercicio de cargos y funciones públicas. De acuerdo con los parámetros jurisprudenciales, la Corte concluyó que en el presente

asunto no había operado el fenómeno de cosa juzgada absoluta, en la medida en que la norma cuestionada al ser declarada exequible de

manera condicionada, está supeditada a los cargos analizados, de manera que puede ser examinada por cargos distintos. Además, el

Congreso de la Republica, en desarrollo de un amplio margen de configuración legislativa en todo tiempo, en contextos normativos, conserva

su facultad para regular una determinada materia. El análisis de la Corte partió de un recuento del marco normativo del ejercicio de la

docencia e el servicio educativo por parte de los bachilleres pedagógicos escalafonados y de las reglas jurisprudenciales en materia del

ejercicio de la docencia y los derechos laborales en el sector de la educación pública los derechos laborales en el sector educativo estatal. En

primer lugar, observó que el parágrafo 1º del artículo 105 de la Ley 115 de 1994 estableció que el personal que a la fecha de entrada en vigor

de esta legislación se encontraba vinculado al escalafón docente, se le respetaría la estabilidad laboral. En el caso específico de los bachilleres

pedagógicos no escalafonados, se dispuso que tendrían derecho a incorporarse al Escalafón Nacional Docente, siempre y cuando cumplieran

ciertos requisitos en un plazo no mayor a dos años. Al mismo tiempo, la citada norma legal estableció que si transcurrido este plazo los

bachilleres no se habían escalafonado, serían desvinculados del servicio educativo, salvo los bachilleres pedagógicos que en ese momento

estuvieran prestando servicio docente en zonas de difícil acceso y se encontraran en proceso de profesionalización comprobado, en cuyo caso

contarían con los dos años adicionales para cumplir tales exigencias. En segundo lugar, la corporación señaló que de conformidad con los

artículos 67 y 68 de la Constitución Política que consagran la doble dimensión de la educación como derecho y un servicio público con función

social, el Estado tiene la obligación de asegurar que la enseñanza se imparta por personas de reconocida idoneidad pedagógica y en

constante proceso de formación docente. En el caso específico de los bachilleres pedagógicos, la Corte se ha pronunciado en las sentencias

C-422/05, C-479/05, C-473/06, C-647/06, C-314/07 y C-316/07. De estas providencias se pueden extraer algunas reglas aplicables en el

presente caso, a saber: (i) no existen derechos adquiridos –ni siquiera en la carrera administrativa- en el régimen de profesionalización

docente regulado por el Decreto Ley 1278 de 2002, toda vez que el artículo 68 de la Carta ordena la continua profesionalización y formación

docente en el propósito del mejoramiento de la calidad de la educación, aspecto del cual depende el acceso y la permanencia en el servicio;

(ii) si bien no existen derechos adquiridos en el ejercicio de la docencia en el servicio educativo estatal, conforme al principio de interpretación

más favorable (art. 53 C.Po.), en protección del derecho al trabajo (art. 25 C.Po.) y al ejercicio de cargos y funciones públicas (art. 40.7 C.Po.)

en las condiciones establecidas en la ley, en el caso específico de los bachilleres pedagógicos con título e inscripción en le Escalafón Nacional

Docente que ingresaron a la carrera en los términos del Decreto Ley 2277 de 1979, les asiste el derecho a ejercer la docencia en planteles

oficiales de educación, para lo cual deben cumplir los requisitos de idoneidad previstos en la ley, y (iii) al no incluir a los bachilleres

pedagógicos en la prestación del servicio de educación, el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa que quebranta los derechos a

la igualdad, al trabajo y al ejercicio de cargos y funciones públicas. Para la Corte, habida cuenta que los bachilleres pedagógicos

escalafonados a la fecha son aquellos que han venido demostrando su idoneidad a través de distintas pruebas de permanencia y ascenso en

el escalafón, a pesar del paso del tiempo, no existe un contexto diverso. Por lo tanto, no encontró una razón que justifique la exclusión de

quienes están habilitados por la ley para ejercer la docencia en el servicio educativo, a los bachilleres pedagógicos escalafonados que han

venido prestando de manera continua el servicio público de educación en cumplimiento de los diversos estándares de formación,

normalmente, en zonas de difícil acceso. Con base en lo anterior, el tribunal constitucional reiteró el precedente sentado en la sentencia

C-473 de 2006, por lo que procedió a declarar exequible el aparte normativo demandado en forma condicionada, por los cargos examinados

en esta sentencia, en el sentido de entender que los bachilleres pedagógicos que hayan obtenido el título correspondiente y hayan sido

inscritos en el Decreto Ley 2277 de 1979, podrán ejercer la docencia en planteles oficiales de educación en las condiciones previstas en el

mismo decreto y con el cumplimiento de los requisitos de idoneidad previstos en la Ley 115 de 1994 y sus normas complementarias.".



Parágrafo 1º. Para garantizar la prestación del servicio educativo estatal en zonas de difícil acceso podrá

contratarse su prestación con entidades privadas de reconocida trayectoria e idoneidad, de conformidad

con la reglamentación vigente,  siempre que el  personal  que integra las correspondientes listas de

elegibles para ser nombrados en esos cargos no acepte el nombramiento, que no se cuente con personal

titulado para proveer los cargos en provisionalidad o no se cuente con las correspondientes plazas. Las

entidades contratadas tendrán la obligación de capacitar al personal que se destine para la docencia,

remunerarlo  de  acuerdo  con  las  escalas  salariales  fijadas  por  el  Gobierno  Nacional  y  garantizar  su

afiliación al sistema de seguridad social en los términos de la ley. En todo caso, dicho personal deberá

acreditar como mínimo la culminación de la educación media, condición esta que no se aplica a la oferta

de servicio educativo para las comunidades indígenas. El servicio educativo que se ofrezca a estas

comunidades  será  atendido  provisionalmente  con  docentes  y  directivos  docentes  etnoeducadores

normalistas superiores, licenciados en educación o profesionales con título distinto al de licenciado o,

cuando  no  los  hubiere  disponibles,  por  personal  autorizado  por  las  autoridades  tradicionales  del

correspondiente pueblo indígena, sin los títulos académicos a los que se refiere este artículo.

 

Parágrafo 2º. Para ejercer la docencia en educación primaria, el título de normalista superior o el de

licenciado en educación no requiere ningún énfasis en las áreas del conocimiento.

 

Parágrafo 3º. Para efectos del concurso de ingreso a la carrera administrativa docente, el título de

Tecnólogo en Educación será equivalente al de Normalista Superior.

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Ley declarada EXEQUIBLE, exclusivamente respecto a las objeciones formuladas, por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-173-09 de 18 de marzo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Luis

Ernesto Vargas Silva. Sentencia por la cual la Corte revisó las objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley

No. 065/06 Senado – 206/07 Cámara.

 
 
Artículo 2º. Incentivos a docentes de zonas de difícil acceso. Los docentes estatales que presten

servicios en zonas de difícil acceso, que acrediten cualquiera de los títulos académicos requeridos para el

ejercicio de la docencia al servicio del Estado, mientras presten sus servicios en esas zonas, disfrutarán de

una  bonificación  especial,  según  reglamentación  que  expida  el  Gobierno  Nacional.  Esta  bonificación

también se pagará a los docentes que se contraten en los términos del parágrafo 1º de esta ley siempre

que acrediten título de normalista superior, licenciado o profesional. Además, con cargo a los recursos del



Sistema General de Participaciones, destinados a mantener, evaluar y promover la calidad educativa, se

contratará anualmente la capacitación de los docentes vinculados a la educación estatal en las zonas de

difícil acceso, conducente a título para los no titulados y de actualización para los demás.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Ley declarada EXEQUIBLE, exclusivamente respecto a las objeciones formuladas, por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-173-09 de 18 de marzo de 2009, Magistrado Ponente Dr. Luis

Ernesto Vargas Silva. Sentencia por la cual la Corte revisó las objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley

No. 065/06 Senado – 206/07 Cámara.

 
 
Artículo 3°. La presente ley rige a partir del día siguiente a su publicación en el Diario Oficial y deroga las

disposiciones que le sean contrarias.

 
 
 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Hernán Francisco Andrade Serrano.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Germán Varón Cotrino.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase. 

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de abril de 2009.

 

El Ministro del Interior y de Justicia, Delegatario de Funciones Presidenciales medianteDecreto número



1378 del 22 de abril de 2009,

 

FABIO VALENCIA COSSIO

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 Oscar Iván Zuluaga Escobar.

 

La Ministra de Educación Nacional, 

Cecilia María Vélez White.
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LEY 1296 DE 2009
 

(abril 29 de 2009)
 

por medio de la cual se modifica el artículo primero de la Ley
1148 de 2007

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

 

DECRETA:
 
 
ARTÍCULO 1. El inciso tercero del artículo 1° de la Ley 1148 de 2007,
modificatorio del artículo 49 de la Ley 617 de 2000, quedará así:
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"Los  cónyuges  o  compañeros  permanentes  de  los  gobernadores,  diputados,
alcaldes, municipales y distritales, concejales municipales y distritales y sus
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad de
afinidad,  o  primero  civil  no  podrán  ser  contratistas  del  respectivo
departamento, distrito o municipio, o de sus entidades descentralizadas, ni
directa, ni indirectamente."

 *Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

 La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda,

mediante Sentencia C-933-09 de 11 de diciembre de 2009, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González

Cuervo.

– La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda,

mediante Sentencia C-899-09 de 2 de diciembre de 2009, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas

Silva.

– En criterio del editor el alcance del condicionamiento a la expresión 'compañeros permanentes' del

artículo 1 de la Ley 1148 de 2007, es aplicable a la misma expresión del texto modificado por la ley 1296

de 2009.

Apartes 'compañero permanente' del artículo 1 de la Ley 1148 de 2009 declarado CONDICIONALMENTE

EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09 de 28 de

enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '… en el entendido de que en igualdad de

condiciones, ellas comprenden también a los integrantes de las parejas de un mismo sexo”.

 
 
 
ARTÍCULO 2.- La presente Ley rige o partir de promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean
contrarias.

 
 
 

EL PRESIDENTE DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA,
Hernán Francisco Andrade Serrano

 
EL SECRETARIO GENERAL DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA,

Emilio Ramón Otero Dajud
 

EL PRESIDENTE  DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES,
Germán Varón Cotrino

 
REPÚBLlCA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE



 
Dada en Bogota, D.C. a los

El Ministro del Interior y de Justicia, Delegatario de Funciones Presidenciales, mediante Decreto No. 1378
del 22 de abril de 2009.

 
Fabio Valencia Cossio

EL MINISTRO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA
 

Elizabeth Cristina Rodríguez Taylor
LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,
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LEY 1295 DE 2009
 

(abril 6 de 2009)
 

por la cual se reglamenta la atención integral de los niños y las niñas de la

primera infancia de los sectores clasificados como 1, 2 y 3 del Sisbén.

 
El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
TITULO I

 DISPOSICIONES GENERALES
 

Artículo 1°. Objeto. Contribuir a mejorar la calidad de vida de las madres
gestantes, y las niñas y niños menores de seis años, clasificados en los niveles
1,  2  y  3  del  Sisbén,  de  manera  progresiva,  a  través  de  una  articulación
interinstitucional  que  obliga  al  Estado  a  garantizarles  sus  derechos  a  la
alimentación, la nutrición adecuada, la educación inicial y la atención integral
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en salud.
 
 
 
Artículo 2°. Derechos de los niños. Los derechos de los niños comienzan desde la
gestación, precisamente para que al nacer se garantice su integridad física y
mental. Los niños de Colombia de la primera infancia, de los niveles 1, 2 y 3 del
Sisbén, requieren la atención prioritaria del Estado para que vivan y se formen
en condiciones dignas de protección.
 
El Estado les garantizará a los menores, de los cero a los seis años, en forma
prioritaria, los derechos consagrados en la Constitución Nacional y en las leyes
que desarrollan sus derechos. Los menores recibirán la alimentación materna, de
ser posible, durante los primeros años y accederán a una educación inicial, la
cual podrá tener metodologías flexibles.
 
 
 
Artículo  3°.  Propuesta  de  Coordinación  Interinstitucional  para  la  Atención
Integral de la Población Objetivo. En un término máximo de seis (6) meses,
después de promulgada la presente ley, los Ministerios de Hacienda, Educación,
Protección Social y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, bajo la
coordinación del Departamento Nacional de Planeación, presentarán una propuesta
de atención integral que se proyecte más allá de los programas que ya vienen
ejecutando, para garantizar a la mujer en embarazo y a los menores de seis (6)
años, de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, el acceso progresivo e integral a la
salud,  a  la  alimentación  y  a  la  educación,  que  además  tenga  el  respaldo
financiero, para que su ejecución sea efectiva.
 
 
 
Artículo 4°. Actores del modelo. Los responsables del desarrollo del proceso y
del modelo de atención integral serán el Ministerio de la Protección Social, el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF– y el Ministerio de Educación
Nacional, así como los gobiernos departamentales, municipales y distritales.
 
En el nivel nacional el Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de
Educación Nacional y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberán actuar
de manera coordinada, con miras a garantizar el carácter integral del modelo de
atención,  de  acuerdo  con  sus  responsabilidades  y  competencias.  En  el  nivel
territorial se promoverá así mismo la acción coordinada de las Secretarías de
Salud y Educación, así como de las seccionales del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.
 
El Ministerio de la Protección Social garantizará por su parte que las mujeres en
gestación y todos los niños de la primera infancia de los niveles 1, 2 y 3 del
Sisbén estén cubiertos en salud y por los programas de promoción de la salud y
prevención de la enfermedad, de acuerdo con lo establecido en los artículos 29
y46 de laLey 1098 de 2006.
 
 
 



 
TITULO II 

MODELO DE LA ATENCIÓN INTEGRAL
 

Artículo 5°. Distribución de los actores según la edad. El Ministerio de la
Protección Social garantizará que las mujeres gestantes de los niveles 1, 2 y 3
del  Sisbén,  tengan  la  atención  necesaria  en  salud,  nutrición  y  suplementos
alimentarios para garantizar la adecuada formación del niño durante la vida fetal
y que estos, desde el nacimiento hasta los seis años, permanezcan vinculados al
sistema de salud.
 
El  Ministerio  de  Educación  Nacional  y  el  Instituto  Colombiano  de  Bienestar
Familiar –ICBF– de manera directa o en forma contratada, de acuerdo con sus
competencias, tendrán a su cargo la atención integral en nutrición, educación
inicial según modelos pedagógicos flexibles diseñados para cada edad, y apoyo
psicológico  cuando  fuera  necesario,  para  los  niños  de  la  primera  infancia
clasificados en los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén.
 
 
 
Artículo 6°. Responsabilidad General de los Entes Territoriales. Los gobiernos
departamentales, municipales y distritales garantizarán el desarrollo de planes
de atención integral a la primera infancia, basados en diagnósticos locales,
sobre los retos y oportunidades que enfrenta esta población, para el disfrute
efectivo  de  sus  derechos.  Deberá  promoverse  la  coordinación  entre  las
dependencias encargadas de su desarrollo, así como entre los actores del nivel
territorial y el nivel nacional, en el marco de la propuesta de atención integral
de la mujer en embarazo y de los niños de la primera infancia, de que trata el
artículo 2°.
 
 
 
Artículo 7°. Apoyo de otras Instituciones. El Ministerio de Educación Nacional,
con el acompañamiento del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, promoverá
el  diseño  y  la  discusión  de  lineamientos  curriculares,  que  puedan  ser
incorporados por las normales superiores con miras a promover la formación de
profesionales capacitados para atender a los niños y las niñas de la primera
infancia,  de  los  niveles  1,  2  y  3  del  Sisbén,  en  labores  de  atención  en
nutrición, logro de competencias específicas por medio de metodologías flexibles
y especiales y formación en valores.
 
Los hospitales deberán crear programas de recuperación nutricional ambulatoria
que involucren procesos de valoración, tratamiento y seguimiento al niño; y
capacitación en mejores prácticas alimentarias dirigida a los padres de familia
y/o cuidadores.
 
Parágrafo. De igual manera, el Ministerio de Educación Nacional realizará un
diagnóstico  sobre  la  oferta  existente  en  las  Normales  Superiores,  las
Universidades e Instituciones de Educación Superior de programas de formación
integral para la primera infancia, para los niños con o sin algún tipo de
discapacidad o niños genios y con habilidades especiales.
 



 
 
Artículo 8. Infraestructura. La infraestructura para la prestación de estos

servicios  (guarderías  de  atención  integral,  centros  de  bienestar,  hogares

juveniles, jardines, ludotecas y escuelas infantiles) será inicialmente la que

exista en cada lugar del país, tanto en zonas urbanas como rurales, incorporando

espacios públicos como parques y zonas de recreación, pero deberá elaborarse un

plan de desarrollo paulatino de las construcciones, adaptaciones, dotación en los

equipos e instrumentos que sean necesarios, con el objeto de proveerlos de

espacios, materiales y ambientes adecuados según la edad, con comedores, sitios

de juego y diversión y espacios adecuados para la formación. En ello deberán

contribuir las entidades estatales de nivel departamental, municipal y distrital,

de acuerdo con el plan que previamente se debe haber establecido.

 

 
 
Artículo 9.Participación de los actores del modelo. El Ministerio de Educación

Nacional, el Ministerio de la Protección Social y el Instituto Colombiano de

Bienestar Familiar, cubrirán con sus capacidades y recursos las zonas de menor

desarrollo del país, dejando a salvo la responsabilidad consagrada en la Ley 1098

de 2006, en departamentos, municipios y distritos que demuestren insolvencia para

prestar el servicio, certificado por el Departamento Nacional de Planeación,

según la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional. Los

departamentos, con las seccionales del ICBF y las Secretarías de Educación y

Salud, cubrirán en su región las zonas campesinas, y los municipios, con las

localidades del ICBF y las Secretarías de Educación y Salud, su respectiva

municipalidad  o  distrito.  Cada  región  debe  asumir  los  compromisos  que  le

corresponden, de acuerdo con las metas consignadas en la propuesta de atención

integral, según lo dispuesto en la presente ley.

 

 
 
Artículo 10. De los discapacitados físicos o mentales. Los niños de la primera

infancia con discapacidad física o mental, de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén

desde el nacimiento hasta los seis años, que por sus condiciones físicas o

mentales no puedan estar en los centros tradicionales de formación, deberán

recibir una atención especial y especializada en lugares adaptados para tales



fines.  Las  Facultades  de  Educación  de  las  Universidades  Públicas,  las

Instituciones de Educación Superior y las Normales Superiores, a nivel nacional y

en las regiones, de acuerdo con las políticas trazadas por el Ministerio de

Educación  Nacional,  deberán  diseñar  y  ejecutar  programas  flexibles  con

metodologías pedagógicas especiales, para aportar al Estado los profesionales

necesarios para prestar dichos servicios. Los niños sujetos de discapacidad que

no puedan ser atendidos en zonas aisladas del país y en donde no existan las

condiciones necesarias para la atención, podrán ser trasladados a los centros de

atención  más  cercanos,  y  los  costos  serán  cubiertos  por  la  localidad

correspondiente  a  la  que  pertenezca  el  niño.

 
 
 

Artículo 11. De los niños con características especiales. Los niños de la primera

infancia con particularidades específicas, por su genialidad o por su habilidad

especial en el campo de las ciencias y las artes, de los niveles 1, 2 y 3 del

Sisbén, desde el nacimiento hasta los seis años, deberán recibir una atención

especial acorde con sus desarrollos. Podrán ser atendidos en los mismos centros,

pero con programas especiales y con profesores formados para tales fines, en las

universidades e instituciones con programas de educación y formación en las

ciencias, la música y las artes. De igual modo, en caso de traslados a otros

centros, se procederá como en el artículo anterior.

 
 
 

TITULO III 

DE LA VEEDURÍA Y EL CONTROL

 

Artículo  12.  Veeduría.  La  sociedad  organizada  en  juntas  de  Acción  Comunal,

Veedurías Ciudadanas, Juntas Administradoras Locales, Asociaciones de Padres de

Familia o Asociaciones de profesores y alumnos, asociaciones de entidades de

protección  y  asociaciones  u  organizaciones  estudiantiles,  debidamente

certificadas y acreditadas por el Gobierno Nacional, Departamental, Municipal,

Distrital, podrán conformar veedurías para realizar un seguimiento y garantizar

el  cumplimiento  de  la  presente  ley,  y  tendrán  derecho  a  participar  en  el

organismo de seguimiento de que trata el artículo catorce de la presente ley.

 



 
 
Artículo 13. Organismo de Seguimiento. El Gobierno Nacional creará una Comisión

especial de seguimiento coordinada por el Departamento Nacional de Planeación e

integrada  por  un  representante  del  Ministerio  de  Educación  Nacional,  un

Representante  del  Ministerio  de  Hacienda,  un  representante  del  ICBF,  un

representante por el Senado de la República, un representante por la Cámara de

Representantes, un delegado de los gobernadores, un delegado de los alcaldes, un

representante de las Universidades Públicas o las Instituciones de Educación

Superior, un representante de las Normales Superiores y dos (2) representantes de

las  asociaciones,  fundaciones  u  organizaciones  debidamente  establecidas  y

reglamentadas que trabajen por la niñez. Dicho organismo deberá presentar al

Gobierno Nacional y a las Comisiones Sextas de Senado y Cámara de Representantes,

informes semestrales del desarrollo de la ley y hacer las sugerencias para el

mejoramiento y el cumplimiento de las metas. Los representantes del Senado y la

Cámara de Representantes serán elegidos por los miembros de las Comisiones Sextas

Constitucionales Permanentes de cada corporación.

 
 
 

TITULO IV 

DE LA FINANCIACIÓN

 

Artículo 14. Responsabilidad. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de

Hacienda y por intermedio de los Ministerios de Educación y Protección Social,

con el apoyo y la participación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,

las Universidades e Instituciones de Educación Superior de carácter público y las

Normales Superiores, serán responsables de buscar los mecanismos para implementar

esta ley y para velar por los recursos que sean indispensables, previo estudio y

planificación que deberá entregarse seis (6) meses después de aprobada la ley

para ser ejecutada en un término de diez (10) años.

 
 
 

Artículo 15. Fuentes de recursos. Los programas, procedimientos y actividades, en

favor de la primera infancia, establecidos en la presente ley, serán financiados

con los recursos contemplados en el parágrafo transitorio 2°, del artículo 4° de



Acto Legislativo 04 de 2007 y con los recursos que para estos mismos efectos

destinen las entidades territoriales.

 

 
 
Artículo 16. Todos los niños y niñas de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén tendrán

derecho a ser registrados sin costo.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-036-09 de 27 de enero

de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, sentencia mediante la cual se estudiaron las

Objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley 207/07 Senado, 192/06 Cámara.

 

TITULO V 

DISPOSICIONES FINALES

 

Artículo  17.  Reglamentación.  El  Gobierno  Nacional  con  el  aporte  de  los

Ministerios de Hacienda, Educación, Protección Social y la participación del

ICBF, expedirá los decretos reglamentarios para el cumplimiento de la presente

ley.

 
 
 

Artículo 18. Vigencia. Esta ley entra en vigencia a los seis (6) meses de su

promulgación una vez el Gobierno Nacional, de acuerdo con lo establecido en el

artículo 3°, haga la planeación del proyecto y fije las metas para lograr el

cubrimiento total e integral de los niños de la primera infancia de los niveles

1, 2 y 3 del Sisbén, durante la gestación y desde el nacimiento hasta los seis

años.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Hernán Andrade Serrano.

 



El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Germán Varón Cotrino.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 Dada en Bogotá, D. C., a 6 de abril de 2009.

 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 

El Ministro de la Protección Social, 

Diego Palacio Betancourt.

 

La Ministra de Educación Nacional, 

Cecilia María Vélez White. 


